El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Temas: 

CONTRATO DE TRABAJO / FIJACIÓN DE COSTAS PROCESALES Y AGENCIAS EN DERECHO - Diferencias / ACUERDO 1887 DE 2003 / DEBE CORRESPONDER AL ANÁLISIS DE LOS CRITERIOS FIJADOS EN EL C.G.P / CONFIRMA 
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...) PARÁGRAFO: Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”. 

(…)
La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.
(…)
Respecto a este punto, es necesario precisar que no puede confundirse el porcentaje considerado para establecer el valor de las agencias en derecho,  con el que fuera asignado a título de costas del proceso en la sentencia condenatoria, esto es el 100%, toda vez que son conceptos diferentes, pues  mientras las primeras se refieren a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y son justipreciados por el operador judicial de acuerdo con los lineamientos legales antes citados; las costas corresponden a la sumatoria de éstos gastos más las expensas –copias, honorarios de auxiliares de la justicia, publicaciones, entre otros- y su tasación depende de la prosperidad de las pretensiones de la demanda. 

De acuerdo con lo expuesto, se tiene entonces que equivocado resulta el análisis realizado por el impugnante, en el sentido de afirmar que el hecho de que se haya condenado en costas a Insco Ltda en liquidación por adjudicación en un 100%, implica que debe ser asignado el máximo porcentaje establecido para las agencias en derecho a favor del trabajador -25% y el 5% en primera y segunda instancia respectivamente-, pues como se indicó con antelación, éstos últimos corresponden,  no a la prosperidad de las pretensiones, sino al análisis objetivo realizado por el funcionario judicial, en relación con los criterios consagrados en el numeral 4º del artículo 366 del Código General del Proceso, que en este caso, valga la pena anotarlo, no fue cuestionado en el recurso de apelación.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, dieciocho de mayo de dos mil ocho
Acta número 051 de 18 de mayo de 2018
En la fecha, procede la Sala de Decisión Laboral No 3º a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto de fecha 23 de octubre de 2017 por medio del cual el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito aprobó la liquidación de las costas dentro del proceso ordinario laboral que el señor HÉCTOR JAIME SÚAREZ GIRALDO le promueve a la SOCIEDAD INSCO LTDA EN LIQUIDACIÓN POR ADJUDICACIÓN y MEGABUS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2009-00187-03.

ANTECEDENTES

Mediante sentencia proferida el día 18 de junio de 2015, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión, como consecuencia de declarar probada la excepción de prescripción, negó las pretensiones de la demanda, condenando en costas a la parte vencida en juico.
En providencia de fecha 13 de septiembre de 2017, esta Sala de decisión revocó la decisión y en su lugar declaró la existencia de un contrato de trabajo entre la Sociedad Insco Ltda en liquidación por Adjudicación y el señor Héctor Jaime Suárez Giraldo, desde el 10 de julio de 2005 y hasta el 1º de mayo de 2006 y en consecuencia condenó a esa entidad y solidariamente a Megabus S.A. a pagar la suma de $1.593.832 a título de prestaciones sociales y por sanción moratoria un total $19.816.011.  Las costas de primera y segunda instancia fueron cargadas al empleador.
Una vez retornó el expediente al Juzgado de origen fueron fijadas, liquidadas y aprobadas las agencias en derecho de primera y segunda instancia a favor del actor y en contra de la sociedad demandada en la suma de $3.211.000 y $1.070.000, respectivamente.
Inconforme con la tasación efectuada por la a quo, el actor interpuso el recurso de apelación, al considerar que las sumas reconocidas son el resultado de una la indebida aplicación del Acuerdo 1887 de 2003, ya que el juzgado observó los parámetros establecidos para liquidar agencias en derecho a favor del empleador, al paso que reclama que si las costas fueron tasadas en un 100% corresponde entonces aplicarle el máximo porcentaje establecido en el numeral 2.1.1. del referido Acuerdo, esto es el 25%  en primera instancia y el 5% en esta Sede. 
Concedido el recurso de apelación en auto de fecha 2 de noviembre de 2017, del expediente fue remitido a esta Corporación para resolver lo pertinente.

CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿El monto reconocido a título de agencias en derecho se encuentra a justado a lo establecido en el Acuerdo 1887 de 2003?
Para resolver el interrogante formulado es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. FIJACION DE AGENCIAS EN DERECHO   

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

Es indiscutible, que para establecer el valor de las costas, deben observarse una serie de circunstancias propias, que se extraen del debate procesal, en estricto cumplimiento del canon 366 ibídem, que dispone en su numeral 4º: “Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas.”
El Acuerdo 1887 de 2003, “Por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”, en el capítulo que se ocupa de las actuaciones ante la justicia del trabajo –Capítulo II artículo 6º-, establece las siguientes tarifas en procesos ordinarios, a favor del trabajador, para la primera instancia: “Hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de las pretensiones reconocidas en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto. (...) En los casos en que únicamente se ordene o niegue el cumplimiento de obligaciones de hacer, hasta cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales vigentes. “(...) PARÁGRAFO: Si la sentencia reconoce prestaciones periódicas, hasta veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes”. 

En segunda instancia, establece a norma que “Hasta el cinco por cinco (5%) del valor de las pretensiones confirmadas o revocadas total o parcialmente en la sentencia. Si ésta, además, reconoce obligaciones de hacer, se incrementará hasta dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes por este concepto”.
La norma, como puede verse, otorga al operador jurídico la facultad de moverse entre los topes mínimos y máximos establecidos en el Acuerdo 1887 de 2003, debiendo antes, analizar los presupuestos a tener en cuenta, dispuestos en la norma trascrita.

2. EL  CASO CONCRETO

Respecto a la inconformidad del recurrente en torno a la indebida aplicación del Acuerdo 1887 de 2003, percibe la Sala que razón le asiste, toda vez que el Juzgado, en el auto de fecha 23 de octubre de 2017 –fl 616- por medio del cual fijó el monto de las agencias en derecho, citó el numeral 2.1.2., el cual establece los parámetros para tasar este mismo concepto, pero a favor del empleador.

No obstante lo anterior, considera la Sala que solo se trató de un lapsus cálami, dado que las sumas fijadas no son el producto de operaciones efectuadas con el salario mínimo vigente para el 2017, lo cual indica que, en efecto aplicó el porcentaje establecido en el numeral 2.1.1. del Acuerdo 1887 de 2003, norma que regula el procedimiento para fijar el monto de agencias en derecho a favor del trabajador.

Ahora, luego de hacer las operaciones que corresponden se puede señalar, sin lugar a dudas, que el Juzgado aplicó un 15% y un 5% al valor de las condenas impuestas -$21.409.843-, para obtener el monto de las agencias en derecho que fijó para la primera y la segunda instancia, lo cual indica que se movió entre los parámetros establecidos en la norma antes trascrita.
Respecto a este punto, es necesario precisar que no puede confundirse el porcentaje considerado para establecer el valor de las agencias en derecho,  con el que fuera asignado a título de costas del proceso en la sentencia condenatoria, esto es el 100%, toda vez que son conceptos diferentes, pues  mientras las primeras se refieren a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y son justipreciados por el operador judicial de acuerdo con los lineamientos legales antes citados; las costas corresponden a la sumatoria de éstos gastos más las expensas –copias, honorarios de auxiliares de la justicia, publicaciones, entre otros- y su tasación depende de la prosperidad de las pretensiones de la demanda. 

De acuerdo con lo expuesto, se tiene entonces que equivocado resulta el análisis realizado por el impugnante, en el sentido de afirmar que el hecho de que se haya condenado en costas a Insco Ltda en liquidación por adjudicación en un 100%, implica que debe ser asignado el máximo porcentaje establecido para las agencias en derecho a favor del trabajador -25% y el 5% en primera y segunda instancia respectivamente-, pues como se indicó con antelación, éstos últimos corresponden,  no a la prosperidad de las pretensiones, sino al análisis objetivo realizado por el funcionario judicial, en relación con los criterios consagrados en el numeral 4º del artículo 366 del Código General del Proceso, que en este caso, valga la pena anotarlo, no fue cuestionado en el recurso de apelación.
Así las cosas, como quiera que en la liquidación de costas realizada por el juzgado no se evidencian los errores señalados por el recurrente respecto a la indebida aplicación de la normatividad que regula el asunto y la incorrecta operación realizada la decisión de primer grado será confirmada. 
Costas en esta instancia a cargo del recurrente.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 23 de octubre de 2017.

Costas en esta instancia a cargo del actor.

Notifíquese, 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
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